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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de febrero del año 2011, dos mil once. .  . 
V I S T O para resolver el expediente número 015/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por la ciudadana MARÍA DE JESÚS BAUTISTA LORRABAQUIO, en contra del Tesorero Municipal y del Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, ambos de León, Guanajuato; y, en cumplimiento resolución del recurso de revisión número R.R. 62/2ªSala/10, pronunciada por el magistrado de la Segunda del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que se impugnada el con el original del oficio número TES/D.I.I./072/08 de fecha 14 catorce de enero del año 2008, dos mil ocho, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de este Municipio, a través del cual se realiza: a).- El cobro del crédito fiscal por la cantidad de $3,760.86 (tres mil setecientos sesenta pesos 86/100 moneda nacional), por concepto de diferencias generadas en el impuesto predial de los años 2006, dos mil seis y 2007, dos mil siete, recargos y gastos de ejecución; y, b).- La cancelación del beneficio del cobro de la cuota mínima, establecido en el artículo 164, inciso D), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; y, la existencia del acto impugnado se acredita en autos de esta causa administrativa, con el original del oficio descrito en supralíneas. . . . . .  . . . . . 
TERCERO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el actor consintió tácitamente el acto impugnado, pues el oficio es meramente informativo y no se realiza requerimiento ni calificación alguna, sino que se realiza una aclaración del acto que se había emitido, el que no fue impugnado dentro del término legal; que el actor presentó el acto verificado el 26 veintiséis de octubre del año 2006, dos mil seis, fecha que es inexistente. Por su parte, la actora en la ampliación de la demanda esgrime en esencia que la autoridad pretende darle una denotación distinta al oficio del 14 catorce de enero del 2008, dos mil ocho, en el que de manera unilateral le notifica la cancelación del beneficio de la cuota mínima a que tiene derecho sobre su casa-habitación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que resulta infundada, en virtud de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto al crédito fiscal establecido en la cantidad de $1,707.49 (mil setecientos siete pesos 49/100 moneda nacional), por concepto de un adeudo generado por diferencia en el impuesto predial del año 2006, dos mil seis, (a esta cantidad se le reduce el 10% y el pago realizado por $315.), más los recargos y gastos de ejecución, que constan en el oficio a debate, no se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que no existe elemento convictivo alguno que demuestre que la autoridad fiscal le haya notificado o dado a conocer a la parte actora ese crédito fiscal por los conceptos señalados en supralíneas, por tal motivo, es evidente que la ciudadana María de Jesús Bautista Lorrabaquio, tuvo conocimiento hasta el día 15 quince de enero del año 2007, dos mil siete, fecha en la cual se le notificó el oficio en donde constan los actos impugnados, pues en este documento se hace mención al crédito fiscal por diferencia del impuestos predial del año 2006, dos mil seis, así como a los conceptos de recargos y gastos de ejecución, lo anterior es así, en virtud de que en el mandamiento de ejecución, se advierte que fue emitido sólo por concepto de impuesto predial del inmueble ubicado en calle Prolongación Juárez número 927 novecientos veintisiete del Fraccionamiento Guadalupe, de esta ciudad, recargos y gastos de ejecución relativos al año 2007, dos mil siete, más no contempla los referentes al año 2006, dos mil seis, de esta manera, la parte actora se encuentra en condiciones de impugnar sólo este crédito fiscal y la demanda de nulidad en este aspecto se encuentra presentada dentro del término legal establecido en el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, siendo esto de esa manera, en razón de que el acto combatido fue emitido y surtió sus efectos jurídicos frente a la justiciable al ser notificado cuando ya estaba en vigor el invocado Código. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Por lo que toca, al crédito fiscal establecido en la cantidad de $1,707.49 (mil setecientos siete pesos 49/100 moneda nacional), por concepto de un adeudo generado por diferencia en el impuesto predial del año 2007, dos mil siete, (a esta cantidad se le resta el 10% y el pago realizado por $206.08), más los recargos y gastos de ejecución, que constan en el oficio a debate, tampoco se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del citado artículo 261, determinación que se asume sólo por dar cumplimiento a la resolución dictada en el recurso de revisión expediente número R.R. /2ª Sala/10, por el Magistrado de la Segunda del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato y apoyándonos en la argumentación vertida en el segundo párrafo del considerando cuarto del citado fallo, en el sentido de que la cancelación del beneficio de tributar bajo la cuota mínima, es la determinación principal del oficio TES/D.I.I/072/08 y los adeudos del 2007, dos mil siete, son una consecuencia accesoria de la citada determinación, de ahí que no es procedente esta causal de improcedencia (sobre lo anterior no omite expresar que el recurso fue admitido y resuelto a pesar de que la sentencia revocada ya no era impugnable a través del recurso de revisión, pues en la resolución de la Tercera Sala del mismo Tribunal no se dejó al juzgador libertad de jurisdicción, pues en el segundo punto resolutivo de la sentencia que se cumplimentó el fallo revocado, se dice que se dicte una nueva resolución de conformidad con los argumentos y fundamentos expresados en el considerando tercero de la resolución de la Magistrada de la Tercera Sala); por ende, se entra al estudio de los conceptos de impugnación respecto al crédito del año 2006, dos mil seis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- En el segundo concepto de impugnación, la actora aduce en esencia que la autoridad altera y aplica inadecuadamente el artículo 164, inciso D), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, vulnerando el principio de legalidad, al que debe sujetarse toda autoridad al fundar y motivar un acto, que en el caso concreto no cumple y la deja en completo estado de indefensión, al excederse en sus facultades establecidas en la Ley, al exigir un cobro que no ha dado motivo y que se le concedió ese beneficio por reunir los requisitos previstos en el artículo 164, inciso D), de la citada Ley de Hacienda, para los años 2006, dos mil seis y 2007, dos mil siete, prueba de ello, los recibos de pago del impuesto predial que exhibe; que también considera violatorio del principio de legalidad y de debida fundamentación y motivación en el requerimiento de pago, por la cantidad de $3,760.86 (tres mil setecientos sesenta pesos 86/100 moneda nacional), en virtud de que la autoridad demandada interpreta y aplica de manera indebida el citado artículo 164, inciso D), ya que cubrió oportunamente el pago y que se motiva en un argumento que no tiene sustento legal al cancelar o eliminar un derecho subjetivo que adquirido al cumplir los extremos del artículo mencionado y por ello, tiene el derecho a pagar la cuota mínima, sobre su propiedad, al estar comprendido en el supuesto de tener a la fecha más de 60 sesenta años de edad. En tanto que, las autoridades demandadas en sus contestaciones sostienen en esencia que el recurrente vuelve a inconformarse con la imposición del requerimiento de pago y los pretende realizar con un oficio de carácter aclaratorio de un oficio que consintió. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, de un minucioso análisis  del oficio número  TES/D.I.I./072/08, de fecha 14 catorce de enero del año 2008, dos mil ocho, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro del Municipio de León, Guanajuato, en cuanto al adeudo del crédito fiscal por diferencias y anexidades legales, se concluye que no se encuentra debidamente fundado ni motivado. . . . . . . . . . . . . . .

El oficio a debate, en lo relativo al crédito fiscal de los año 2006, dos mil seis y 2007 dos mil siete, se encuentra indebidamente fundado en el artículo 164, inciso D), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en razón de que en autos de esta causa administrativa se encuentra acreditado que la ciudadana María de Jesús Bautista Lorrabaquio, tributaba bajo el beneficio de cuota mínima el impuesto predial del inmueble ubicado en calle Prolongación Juárez número 927 del Fraccionamiento Guadalupe, de esta ciudad, con los originales de los recibos oficiales números RA 4478250, de fecha 4 cuatro de enero del año 2006, dos mil seis, por la cantidad de $315.96 (trescientos quince pesos 96/100 moneda nacional) y el RA 534065 de fecha 05 cinco de enero del año 2007, dos mil siete, por la cantidad de $206.08 (doscientos seis pesos 08/100 moneda nacional). Documentales públicas que merecen pleno valor probatorio, conforme a lo previsto en el artículo 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que el recibo señalado en primer lugar, está expedido por la cajera 06 seis de la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato y consta un sello oficial estampado con fecha 04 cuatro de enero del año 2006, dos mil seis, con la firma de la citada cajera, con la leyenda “Tesorería Municipal, un escudo del Municipio, Dirección de Ingresos León, Gto., 2006 ENE 4, caja 6, pagado y una rúbrica”; mientras que el recibo señalado en segundo lugar fue expedido por la cajera 16 dieciséis de la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato y consta un sello oficial estampado con fecha 05 cinco de enero del año 2007, dos mil siete, con la firma de la citada cajera, con la leyenda “Tesorería Municipal,  un  escudo del  Municipio,  Dirección de  Ingresos de León, Gto;  5 ENE 
2007, caja 16, pagado y una rúbrica”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, el artículo164, inciso D), de la citada Ley de Hacienda, fue aplicado de manera inexacta al caso concreto de la actora, en el oficio a debate respecto a las diferencias del impuesto predial para esos años, así como por los recargos y gastos de ejecución, pues se desconoce la fecha en la cual se llevó a cabo el reporte fotográfico realizado por el departamento de catastro, de ahí que, si no se conoce esa fecha, al no existir elementos convictivos tendentes a demostrar que el reporte fotográfico fue realizado en el año 2006, dos mil seis, entonces resulta imposible determinar si la fracción del inmueble que nos ocupa, se destino a local comercial desde el 2006, dos mil seis o en el siguiente año o si esta funcionado como tal; y, por otra parte, el beneficio de tributar a cuota mínima, jurídicamente constituye una resolución favorable a la ciudadana María de Jesús Bautista Lorrabaquio, por lo que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 20 de la invocada Ley de Hacienda, no debió haberlo revocado de motu proprio, ya que no se encuentra demostrada la existencia de un error matemático, en tal virtud, ante esta resolución favorable para la impetrante, la autoridad que la emitió, debió haber analizado la posibilidad de deducir la acción de lesividad ante el Juzgado Administrativo Municipal, conforme a lo dispuesto por los artículos 305 y 306 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tanto, el oficio impugnado en este sentido es ilegal. 

De  igual  manera,  el  oficio  combatido  en  lo  relativo  al crédito  fiscal, por 
diferencias del impuesto predial de los años 2006, dos mil seis y 2007 dos mil siete, y demás anexidades legales, no se encuentra debidamente motivado, toda vez que si esta indebidamente fundado, por consecuencia, esta indebidamente motivado, amén de que el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal, omitió indicar en forma pormenorizada las razones particulares, las circunstancias especiales o las causas inmediatas que tomó en cuenta para justiciar: a).- La cancelación o revocación del beneficio de la ciudadana María de Jesús Bautista Lorrabaquio, a tributar el predial bajo la cuota mínima por ser la propietaria de la casa habitación y tener la edad de más de 60 sesenta años; y, b).- La determinación en cantidad líquida de las diferencias generadas en el año 2006, dos mil seis, por concepto de impuesto predial, los recargos y los gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 Bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve, el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal, al dejar de expresar la fecha en la cual se practicó la visita al domicilio ubicado en la calle Prolongación Juárez número 927 novecientos veintisiete del Fraccionamiento Guadalupe de esta ciudad, así como el no exhibir el acto o diligencia respectiva, son circunstancias que constituyen omisiones que hacen evidente que la demandante aún se encuentra en el supuesto jurídico previsto por el artículo 164, inciso D), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de ahí que, es indebido no adecuar la situación en que se encuentra la justiciable en el referido supuesto jurídico, pues en autos no están acreditados los motivos aducidos por la demandada (la existencia del local comercial en la casa habitación). . . . . . . . . . . . . 

Respecto a los vicios formales de indebida fundamentación y motivación, resulta ilustrativo el criterio sustentado por los Tribunales Colegiados de Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Octava Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2ºJ/248, visible a página 43, bajo el siguiente rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
De este modo, es cierto que en la especie no existe un mandamiento escrito emitido por las autoridades demandadas que funde y motive la causa legal del procedimiento, por tanto, el oficio impugnado en cuanto al crédito fiscal determinado y requerido por concepto de diferencia de impuesto predial, recargos y gastos de ejecución respecto a los años 2006, dos mil seis y 2007, dos mil siete, contiene un acto de naturaleza administrativa, específicamente fiscal, que no reúne el requisito de validez, exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al estar indebidamente fundado y motivado, vicios de carácter formal que afectan de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la ciudadana María de Jesús Bautista Lorrabaquio, violándose en su perjuicio el artículo 164, inciso D), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; y, el principio de legalidad previsto en el artículo 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por ende, de acuerdo a lo estipulado en los artículos 143 y 300, fracción II, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de declararse la nulidad total del oficio número TES/D.I.I./072/08, de fecha 14 catorce de enero del año 2008, dos mil ocho, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería del Municipio de León, Guanajuato, a través del cual se realiza el cobro del crédito fiscal por la cantidad de $3,760.86 (tres mil setecientos sesenta pesos 86/100 moneda nacional), por concepto de diferencias generadas en el impuesto predial de los años 2006, dos mil seis y 2007, dos mil siete, recargos y gastos de ejecución y la cancelación del beneficio del cobro de la cuota mínima, establecido en el artículo 164, inciso  D),  de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado 
de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que habiendo resultado procedente el concepto de agravio analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad total del acto combatido y es innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías  la  protección y el  amparo  de la justicia  federal,  resulta  innecesario  el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 primer párrafo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 392  fracción II,  del  Código  de   Procedimiento  y  Justicia  Administrativa  para  el 
Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se dejó insubsistente la sentencia dictada en esta causa con fecha 02 dos de marzo del año 2009, dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TECERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del oficio TES/D.I.I./072/08, de fecha 14 catorce de enero del año 2008, dos mil ocho, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal, a través del cual se realiza el cobro del crédito fiscal por la cantidad de $3,760.86 (tres mil setecientos sesenta pesos 86/100 moneda nacional), por concepto de diferencias generadas en el impuesto predial de los años 2006, dos mil seis y 2007, dos mil siete, recargos y gastos de ejecución y la cancelación del beneficio del cobro de la cuota mínima, establecido en el artículo 164, inciso D), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 18  DE FEBRERO DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE No.  015/2008-JN.
